Rubén Darío Meneses Mesa Vs Colpensiones.  Rad. 66001-31-05-003-2017-00389-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:
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Radicación Nro.
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Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Rubén Darío Meneses Mesa

Demandado:

Colpensiones

Litis Consorte Nec:
Mineros Nacionales S.A. hoy Gran Colombia Gold Marmato SAS

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN ESPECIAL DE VEJEZ / ACTIVIDADES DE ALTO RIESGO / REQUISITOS / EL DERECHO DEMANDADO DEBE ESTAR CONSOLIDADO Y NO APENAS EN EL CAMPO DE LAS EXPECTATIVAS / PETICIÓN ANTES DE TIEMPO.
Señala el Decreto 2090 de 2003, que ese cuerpo normativo será aplicable a todos aquellos trabajadores que prestan sus servicios en actividades de alto riesgo y en ese sentido califica como tales las siguientes actividades: i) Trabajos en minería que implique prestar el servicio en socavones o en subterráneos…
Ahora bien, cumplidas esas condiciones, prevé el artículo 4º, que tendrán derecho a la pensión especial de vejez por prestar servicios en actividades de alto riesgo, aquellos afiliados que cumplan 55 años de edad, acreditar el número de semanas previsto en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, y adicionalmente, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3º ibídem, deberá acreditar que 700 de las semanas cotizadas corresponden al tiempo en el que estuvo prestando sus servicios en actividades de alto riesgo. (…)

Para acceder a las prestaciones económicas surgidas en el sistema general de pensiones y hacerlas exigibles ante las autoridades administrativas y judiciales, los afiliados deben acreditar el lleno de los requisitos exigidos en la Ley, en consideración a que solo es reclamable aquel derecho que se ha causado efectivamente y no el que se encuentra en vía de consolidación, ya que en el primer evento se está ante una situación jurídica definida que trae como efecto inmediato la incorporación del derecho al patrimonio del afiliado, mientras que en el segundo evento se está ante una mera expectativa o como mucho ante una expectativa legítima…
Nótese, como el derecho al que aspira el señor Rubén Darío Meneses Mesa no solo no se había consolidado para el 11 de marzo de 2016 cuando elevó la petición ante la entidad accionada, sino que tampoco se había concretado para el 28 de agosto de 2017, calenda en que se inició el proceso como se ve en al acta individual de reparto –fl.35-, pues realmente el lleno de los requisitos quedaron satisfechos en una fecha muy posterior, esto es, en el mes de julio de 2018 cuando se completaron las 1300 semanas; lo que significa que para las fechas en las que se presentaron la reclamación administrativa y la demanda respectivamente, tan solo se estaba ante situaciones jurídicas en vía de concreción, en otras palabras, no existía derecho jurídicamente exigible y por lo tanto no se había incorporado a su patrimonio, lo que indefectiblemente lleva a concluir que se encuentra configurada la excepción de mérito de “Petición antes de tiempo”…

SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Se desecha el precedente de la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia, citado en la sentencia, con un argumento muy pobre y formalista, desconociendo que la tesis de la Corte Suprema se apuntala en principios constitucionales toda vez que i) hace prevalecer lo sustancial sobre lo meramente material; ii) garantiza el derecho a la seguridad social en pensiones; y, iii) reafirma el derecho de acceso a la administración de justicia, el debido proceso y el principio de eficiencia de la administración de justicia. Como quiera que la sentencia es muy clara y pedagógica, vale la pena trascribir los siguientes apartes de Sentencia SL 3707 Radicación 50665 del 1º de agosto de 2018, con Ponencia del Dr. GERARDO BOTERO ZULUAGA, así: 

“En este orden, sin bien la accionante para cuando impetró la demanda inicial el 16 de marzo 2005, no cumplía con la densidad de semanas que la ley exigía para acceder a la prestación solicitada, tal requisito estaba satisfecho en fecha muy anterior a cuando se profirió la sentencia del juzgado, lo que condujo a que en esta se le otorgara la pensión de vejez con base en las mil semanas que regula el artículo 12 del Acuerdo 049/90. Así las cosas, nos encontramos ante un hecho sobreviniente que no podía ser desconocido por el juzgador de alzada, puesto que la prestación aquí deprecada tiene el carácter de un derecho mínimo e irrenunciable…”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, doce de junio de dos mil diecinueve, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 28 de septiembre de 2018, dentro del proceso que promueve el señor RUBÉN DARÍO MENESES MESA en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2017-00389-01 y al cual fue vinculado en calidad de litisconsorte necesario la sociedad MINEROS NACIONALES S.A. hoy GRAN COLOMBIA GOLD MARMATO S.A.S.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Rubén Darío Meneses Mesa que se le reconozca la pensión especial de vejez contenida en el Decreto 2090 de 2003 y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Nació el 22 de octubre de 1961, cotizando hasta el momento de la presentación de la demanda más de 1250 semanas al sistema general de pensiones; desde el 7 de junio de 1993 ha desempeñado actividades de alto riesgo en calidad de minero 1A, como lo certifica su empleador Mineros Nacionales S.A. y la ARL Sura, superando más de 700 semanas especiales de cotización; el 11 de marzo de 2016 solicitó ante la Administradora Colombiana de Pensiones la pensión de vejez de alto riesgo, sin embargo, en la resolución Nº GNR 216324 de 22 de julio de 2016 le fue negado el derecho, decisión que fue confirmada en la resolución Nº GNR 274748 de 15 de septiembre de 2016. 
Al contestar la demanda –fls.49 a 54- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la fecha de nacimiento del actor, la solicitud de reconocimiento de la pensión especial de vejez y el contenido de los actos administrativos referenciados anteriormente. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Buena fe” y “Prescripción”.
Vinculada la sociedad Mineros Nacionales S.A. hoy Gran Colombia Gold Marmato S.A.S. al proceso, procedió a dar respuesta al libelo introductorio –fls.68 a 71- admitiendo que el demandante viene trabajando en actividades subterráneas a favor de esa entidad en calidad de minero 1A desde el 7 de junio de 1993. No habiendo pretensiones en su contra, dijo no estar legitimada para oponerse a las pretensiones del actor. Como excepciones de fondo propuso “Petición antes de tiempo”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Falta de interés jurídico del actor” y “Prescripción”.
En sentencia de 28 de septiembre de 2018, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Rubén Darío Meneses Mesa en su calidad de minero 1A al servicio de la sociedad Mineros Nacionales S.A. hoy Gran Colombia Gold Marmato S.A.S., ha ejercido actividades de alto riesgo en los términos previstos en el Decreto 2090 de 2003, al ejecutar actividades subterráneas en minas y socavones.
Posteriormente indicó que la sociedad empleadora cumplió parcialmente con su deber de realizar cotizaciones adicionales a favor de su trabajador en los términos de los Decretos 1281 de 1994 y 2090 de 2003, advirtiendo que esa situación no puede afectar los intereses del trabajador considerando que tiene 1163 semanas de servicios en actividades de alto riesgo, y si bien no impuso condena alguna respecto a este punto, indicó que es deber de Colpensiones efectuar las acciones correspondientes para lograr el pago de los puntos adicionales que surgieron como obligación en el mes de junio del año 1994.

A continuación, estableció que el señor Meneses Mesa cumple con los requisitos previstos en el Decreto 2090 de 2003 para que se le reconozca la pensión de vejez por realizar actividades de alto riesgo, en consideración a que tiene cumplidos más de 55 años de edad, tiene cotizadas la densidad de semanas requeridas en la Ley 797 de 2003 y también tiene más de 700 semanas especiales de servicios a favor de Mineros Nacionales S.A. hoy Gran Colombia Gold Marmato S.A.S.
En cuanto al disfrute de la prestación, indicó que el demandante aun es un afiliado activo del sistema general de pensiones, motivo por el que le ordenó a la Administradora Colombiana de Pensiones empezar a cancelar la pensión a partir del mes de octubre de 2018, incluyéndolo en nómina de noviembre de 2018, en la cuantía establecida en la tabla anexa al acta de la audiencia, esto es, la suma de $747.129,82.
No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado la decisión adversa a los intereses de la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Se encuentra demostrado en el proceso que el señor Rubén Darío Meneses Mesa prestó sus servicios en actividades de minería en socavones y subterráneos a favor de la sociedad Mineros Nacionales S.A. hoy Gran Colombia Gold Marmato S.A.S.?

De ser afirmativa la respuesta al interrogante anterior ¿Reúne el demandante los requisitos exigidos en el Decreto 2090 de 2003 para acceder a la pensión especial de vejez que reclama?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. REGIMEN PENSIONAL DE LAS PERSONAS QUE PRESTAN SUS SERVICIOS EN ACTIVIDADES DE ALTO RIESGO.
Señala el Decreto 2090 de 2003, que ese cuerpo normativo será aplicable a todos aquellos trabajadores que prestan sus servicios en actividades de alto riesgo y en ese sentido califica como tales las siguientes actividades: i) Trabajos en minería que implique prestar el servicio en socavones o en subterráneos, ii) Trabajos expuestos a altas temperaturas a radiaciones ionizantes y a sustancias comprobadamente cancerígenas, iii) Trabajos en la Unidad Administrativa Especial de la Aeronáutica Civil, Cuerpos de Bomberos con la función específica de actuar en operaciones de extinción de incendios y en el Instituto Nacional Penitenciario cuando se trate de custodia y vigilancia de los internos.
Ahora bien, cumplidas esas condiciones, prevé el artículo 4º, que tendrán derecho a la pensión especial de vejez por prestar servicios en actividades de alto riesgo, aquellos afiliados que cumplan 55 años de edad, acreditar el número de semanas previsto en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, y adicionalmente, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3º ibídem, deberá acreditar que 700 de las semanas cotizadas corresponden al tiempo en el que estuvo prestando sus servicios en actividades de alto riesgo.

En cuanto a la edad a partir de la cual se puede reconocer la prestación económica, se determina que por cada 60 semanas adicionales a las requeridas en el sistema general de pensiones, se disminuirá en un (1) año la edad de reconocimiento, sin que pueda ser inferior a cincuenta (50) años de edad.
2. PETICIÓN ANTES DE TIEMPO.

Para acceder a las prestaciones económicas surgidas en el sistema general de pensiones y hacerlas exigibles ante las autoridades administrativas y judiciales, los afiliados deben acreditar el lleno de los requisitos exigidos en la Ley, en consideración a que solo es reclamable aquel derecho que se ha causado efectivamente y no el que se encuentra en vía de consolidación, ya que en el primer evento se está ante una situación jurídica definida que trae como efecto inmediato la incorporación del derecho al patrimonio del afiliado, mientras que en el segundo evento se está ante una mera expectativa o como mucho ante una expectativa legítima, esto es, ante situaciones jurídicas que no se han consolidado o que están en vía de consolidación, pero que en todo caso no traen como consecuencia jurídica la incorporación del derecho al patrimonio del afiliado.
EL CASO CONCRETO

Asegura el señor Rubén Darío Meneses Mesa en la demanda –fls.2 a 13- que desde el 7 de junio de 1993 ha prestado sus servicios como capataz a favor de la sociedad Mineros Nacionales S.A. hoy Gran Colombia Gold Marmato S.A.S., ejerciendo actividades de alto riesgo en minas ubicadas en subterráneos y socavones.

Ante esa situación, fue vinculada en calidad de litisconsorte necesario, la sociedad Mineros Nacionales S.A. hoy Gran Colombia Gold Marmato S.A.S., quien al dar respuesta a la demanda –fls.68 a 71- aceptó tal afirmación, agregando que el actor aún se encuentra desempeñando tales actividades a favor de esa sociedad, habiendo cumplido la empresa con su deber de cotizar los puntos adicionales exigidos en la Ley; advirtiendo la Sala que ello también encuentra apoyo en la certificación emitida por la ARL Sura el 10 de marzo de 2016 –fl.15- en donde informa que el señor Meneses Mesa ha estado afiliado a esa entidad desde el 1º de septiembre de 2006 cubriendo los riesgos derivados de sus actividades como minero en la extracción de metales preciosos, riesgo clasificado en el grado 5º, lo que genera que la cotización sea del 6.96%; quedando acreditado entonces que el accionante es un afiliado al sistema general de pensiones que ha estado sometido a condiciones especiales de trabajo en los términos establecidos en el Decreto 2090 de 2003.
Siendo consciente del rol que desempeñaba, el actor elevó reclamación administrativa el 11 de marzo de 2016 ante la Administradora Colombiana de Pensiones, como se aprecia en la resolución Nº GNR 216324 de 22 de julio de 2016 –fls.21 a 24- solicitando el reconocimiento de la pensión especial de vejez, el cual fue negado en ese acto administrativo bajo el argumento que él no cumplía con el requisito de edad y de semanas exigidas en el Decreto 2090 de 2003 en concordancia con la Ley 797 de 2003, ya que para ese momento contaba con 54 años de edad y 1194 semanas cotizadas, decisión que fue confirmada en la resolución Nº GNR 274748 de 15 de septiembre de 2016, expresándole nuevamente la entidad demandada que no acreditaba el lleno de los requisitos, al contar aún con 54 años de edad y 1207 semanas de cotización.
En efecto, el requisito mínimo de edad exigido en el artículo 4º del Decreto 2090 de 2003, solo lo vino a cumplir el accionante el 22 de octubre de 2016 cuando arribó a los 55 años de edad, como se desprende de la copia de la cédula de ciudadanía que obra en el expediente administrativo allegado por Colpensiones en medio magnético –fl.54-; mientras que el requisito previsto en el artículo 3º del referenciado Decreto, esto es, el de acreditar las 1300 semanas exigidas en el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, tan solo lo acreditó en el ciclo de julio del año 2018, como se evidencia en la historia laboral más actualizada allegada por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.130 a 137-.

Nótese, como el derecho al que aspira el señor Rubén Darío Meneses Mesa no solo no se había consolidado para el 11 de marzo de 2016 cuando elevó la petición ante la entidad accionada, sino que tampoco se había concretado para el 28 de agosto de 2017, calenda en que se inició el proceso como se ve en al acta individual de reparto –fl.35-, pues realmente el lleno de los requisitos quedaron satisfechos en una fecha muy posterior, esto es, en el mes de julio de 2018 cuando se completaron las 1300 semanas; lo que significa que para las fechas en las que se presentaron la reclamación administrativa y la demanda respectivamente, tan solo se estaba ante situaciones jurídicas en vía de concreción, en otras palabras, no existía derecho jurídicamente exigible y por lo tanto no se había incorporado a su patrimonio, lo que indefectiblemente lleva a concluir que se encuentra configurada la excepción de mérito de “Petición antes de tiempo”, declarable de oficio de acuerdo con lo previsto en el artículo 282 del CGP.
Ahora, si bien la Sala de Casación Laboral en sentencia SL3707 de 1º de agosto de 2018 radicación Nº 50665 con ponencia del Magistrado Gerardo Botero Zuluaga, en un caso de similares connotaciones determinó que al tratarse de hechos sobrevinientes sobre los que versan las pretensiones de la demanda y al estar frente al reconocimiento de una prestación que tiene el carácter de derecho mínimo e irrenunciable (artículo 48 de la Constitución Nacional), no le es dable a los operadores judiciales desconocerlos, argumentando que el artículo 281 del CGP prevé este tipo de situaciones cuando establece que en la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse presentado la demanda; la verdad es que la Sala se aparta de tal entendimiento, pues obsérvese como la norma en la que se apoya el máximo órgano de la jurisdicción laboral hace alusión a hechos modificativos o extintivos que recaigan sobre una situación jurídica debidamente consolidada, pues no de otra manera puede entenderse que un hecho posterior pueda modificar y sobre todo extinguir un derecho en construcción y por lo tanto inexistente. Diferente sería que la norma en comento permitiera al operador judicial tener en cuenta los hechos posteriores a la presentación de la demanda y anteriores a la sentencia que constituyan el derecho, pues de esta manera sería viable que los accionantes iniciaran las acciones legales antes de consolidar el derecho, pero en todo caso perdería todo sentido la reclamación administrativa prevista en el artículo 6º del CPT y de la S.S.
Conforme con lo dicho se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, para en su lugar declarar probada de oficio la excepción de mérito de petición antes de tiempo y en consecuencia absolver de las pretensiones de la demanda a la Administradora Colombiana de Pensiones.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR en su integridad la sentencia proferida el 28 de septiembre de 2018, para en su lugar DECLARAR probada de oficio la excepción de mérito de petición antes de tiempo.
SEGUNDO. NEGAR la totalidad de las pretensiones de la demanda.

TERCERO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN







       Salva voto
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SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto mi inconformidad frente al proyecto mayoritario, por las siguientes razones: 

Se desecha el precedente de la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia, citado en la sentencia, con un argumento muy pobre y formalista, desconociendo que la tesis de la Corte Suprema se apuntala en principios constitucionales toda vez que i) hace prevalecer lo sustancial sobre lo meramente material; ii) garantiza el derecho a la seguridad social en pensiones; y, iii) reafirma el derecho de acceso a la administración de justicia, el debido proceso y el principio de eficiencia de la administración de justicia. Como quiera que la sentencia es muy clara y pedagógica, vale la pena trascribir los siguientes apartes de Sentencia SL 3707 Radicación 50665 del 1º de agosto de 2018, con Ponencia del Dr. GERARDO BOTERO ZULUAGA, así: 

“En este orden, sin bien la accionante para cuando impetró la demanda inicial el 16 de marzo 2005, no cumplía con la densidad de semanas que la ley exigía para acceder a la prestación solicitada, tal requisito estaba satisfecho en fecha muy anterior a cuando se profirió la sentencia del juzgado, lo que condujo a que en esta se le otorgara la pensión de vejez con base en las mil semanas que regula el artículo 12 del Acuerdo 049/90. Así las cosas, nos encontramos ante un hecho sobreviniente que no podía ser desconocido por el juzgador de alzada, puesto que la prestación aquí deprecada tiene el carácter de un derecho mínimo e irrenunciable, conforme a lo establece el artículo 48 de la C.N., y en esa medida, este debe hacerse prevalecer, debiendo tenerse en cuenta, que se trata de la misma pretensión contenida en la demanda inaugural, la pensión de vejez, la que si bien para cuando se presentó la acción no reunía los requisitos en cuanto a densidad de semanas, ello se surtió en el trámite del mismo. 

Lo anterior, tiene respaldo además en el inciso final del artículo 305 del CPC, vigente para la época cuando se profirió la decisión de segunda instancia, hoy 281 del CGP, el cual preceptúa: «En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse propuesto la demanda, siempre que aparezca probado y que haya sido alegado por la parte interesada a más tardar en su alegato de conclusión, y cuando este no proceda, antes de que entre el expediente al despacho para sentencia, o que la ley permita considerarlo de oficio» (Negrillas fuera de texto original), lo cual tiene como propósito que las decisiones judiciales no resulten reñidas o ajenas a la realidad. (CSJ SL, 27 feb. 2007, rad. 28884).

Sobre este aspecto, se pronunció también la Sala en la sentencia CSJ SL, 18 sep. 2000, rad. 14214, reiterada en la CSJ SL16805-2016, en donde se asentó: 

“En cuanto al otro aspecto de la acusación, se recuerda que esta Sala en Sentencia del 10 de agosto de 1999 (Radicado 14165) expresó lo siguiente: “… en los procesos laborales es aplicable el artículo 305 del CPC en tanto prevé, en casos como el aquí estudiado la obligación del sentenciador de tener en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse propuesto la demanda, siempre que aparezca probado y allegado regularmente antes de que el expediente entre a despacho para sentencia, o que la ley permita considerarlo de oficio". 

Debe recordarse entonces, que corresponde a los jueces en las instancias garantizar la prevalencia del derecho sustancial (art. 228 CN), sobre las meras formalidades, cuando se advierta una situación que genera injusticias, fraudes procesales de los litigantes, o porque se trata de hechos sobrevinientes ocurridos con posterioridad a la presentación de la demanda, siendo precisamente esta última situación la que aquí se evidencia, pues se itera, la actora en el curso de la primera instancia y antes de emitirse el respectivo fallo, acreditó tener la densidad de semanas que el artículo 12 del Acuerdo 049/90, exige para obtener la pensión de vejez, esto es, 1000 en cualquier época, lo cual constituyó el fundamento del juez para otorgar dicha prestación. (…)
Retomando lo dicho en sede del recurso extraordinario, resulta pertinente resaltar, que al encontrarnos frente a un derecho fundamental que está en conexidad con el mínimo vital, vida digna y seguridad social, los aspectos formales no pueden constituir un obstáculo que impida el reconocimiento de la pensión solicitada, pues ello constituiría una denegación de justicia, una transgresión al debido proceso y al principio de eficiencia de la administración de justicia, por cuanto la actora se vería compelida, sin razón alguna, a iniciar una nueva acción judicial con el mismo fin, con las consecuencias que ello pueda acarrearle, dada la congestión judicial bien conocida en nuestro medio y por tratarse de una persona con 79 años de edad, debiéndosele garantizar entonces una verdadera justicia material”. (Negrillas fuera de texto).

Respecto a los anteriores argumentos nada se dijo en la sentencia de la cual me aparto, ignorando la situación particular del demandante quien por razón de su trabajo (socavones de una mina) está sometido a un altísimo riesgo tanto en su vida como en su salud, compeliéndolo a presentar una nueva demanda y congestionando la administración de justicia frente a un asunto que se pudo resolver de una vez, como se hizo en primera instancia, toda vez que antes de que se profiriera el fallo de primer grado el actor cotizó las 1.300 semanas exigidas en el artículo 4 del Decreto 2090 de 200. En consecuencia debió confirmarse la sentencia de primera instancia. 

En estos términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada

7

